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ACCIONANTE: JESÚS DAVID BEDOYA

NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia - 18 de julio de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega por hecho superado

Radicación Nro. :
66001220400020170015000

Accionante: 
JESÚS DAVID BEDOYA
Accionado:
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DEBIDO PROCESO / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. No puede negarse que razón le asistió al actor para instaurar la acción de tutela, porque en efecto como bien se extrae de los documentos que reposan en la actuación, al momento de presentar la demanda de tutela aún el despacho accionado no se había pronunciado sobre la solicitud que realizó, pese a que transcurrió más de un mes desde la petición que en ese sentido elevó su defensor, en aras de que se materializara el sustituto otorgado; no obstante, según se informó a esta Corporación por el titular del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, desde el pasado 10 de julio se accedió a la exoneración de caución, y se dispuso lo pertinente para que se efectúe su traslado a Ibagué (Tol.), ciudad donde reside su núcleo familiar. A consecuencia de lo anterior, en el presente caso esta Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a la pretensión del tutelante y hecho efectiva la prisión domiciliaria que le fue otorgada, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión del despacho tutelado, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados (…).
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de julio de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación N° 700
                                                    Hora:10:40 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JESÚS DAVID BEDOYA contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela por el señor JESÚS DAVID se puede concretar así: (i) en auto de mayo 26 de 2017 el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que vigila actualmente la pena que le fue impuesta dentro del proceso con radicado N°2015-30867, le concedió la prisión domiciliaria y la condicionó al pago de una caución de 6 salarios mínimos legales mensuales vigentes, equivalentes a $4´426.302.oo; (ii) no impugnó la decisión debido a la demora en la resolución de los recursos, pero en junio 05 siguiente el togado que representa sus intereses presentó memorial en el que solicitó la exoneración de dicha garantía, petición  que fue ratificada por él a mediados de junio; (iii) dentro del expediente consta, de acuerdo con el informe de arraigo y la verificación hecha por la Defensoría del Pueblo para asignarle un profesional del derecho, que ni él ni su familia cuentan con la capacidad económica para asumir ese valor, a lo que se suma que lleva privado de la libertad 5 años; (iii) la Ley 1709/14 fue expedida con el ánimo de disminuir el hacinamiento carcelario, y dispuso que el no pago de una multa no podía ser impedimento para acceder a la libertad condicional o la prisión domiciliaria, lo que también puede predicarse de las cauciones; y (iv) el juzgado en aras de corroborar su capacidad económica ofició a diversas entidades de Pereira y Dosquebradas (Rda.), lo cual considera inútil, toda vez que su núcleo familiar está en el departamento del Tolima y por ello la prisión domiciliaria se le concedió para permanecer en la ciudad de Ibagué, sin embargo, de oficiarse a los organismos pertinentes en esa capital, el trámite se demoraría aún más.
Con fundamento en lo anterior considera afectados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso la administración de justicia, cuya protección solicita; y, en consecuencia, se le ordene al accionado exonerarlo de la caución, o en su lugar, imponerle una juratoria, y de esa manera poder disfrutar de la prisión domiciliaria que le fue otorgada.

 3.- CONTESTACIÓN

El Juez Cuarto de Ejecución Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad informó el señor JESÚS DAVID BEDOYA fue condenado a la pena privativa de la libertad de 133 meses y 8 días por los delitos de homicidio agravado en grado de tentativa y hurto calificado y agravado.

En auto interlocutorio de mayo 26 de 2017 de manera oficiosa el despacho a su cargo le concedió la prisión domiciliaria por cumplir la mitad de la pena, para cuyo disfrute, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38B C.P., debe suscribir diligencia de compromiso bajo caución.

En atención a la normativa vigente y la jurisprudencia atinente, no por evitar que el sentenciado se desplace a su residencia sino por la gravedad de la conducta, ya que intentó cegar la vida de una persona por un motivo tan fútil como apoderarse de unos bienes ajenos, con lo que afectó de manera significativa los bienes jurídicos de la vida e integridad personal y el patrimonio económico, se fijó el monto de la misma en 6 s.m.l.m.v., determinación que fue notificada oportunamente al sentenciado, quien frente a la misma no interpuso.

No comparte el argumento esbozado por el accionante, en cuanto a que no interpuso los recursos debido a la demora en su resolución, ya que la práctica judicial enseña que las decisiones judiciales atinentes a la libertad de las personas tienen prioridad y se evacuan con prontitud, y el abstenerse de hacer uso de esos mecanismos no es una carga que deba soportar el despacho, y menos ser capitalizada como atentatoria de sus derechos.

En junio 05 siguiente el abogado defensor del condenado solicitó la rebaja de la caución impuesta, para lo cual afirmó que su representado no cuenta con los recursos para pagarla, por tanto, en aras de proceder a resolver de fondo la petición, mediante auto de junio 08 de 2017 se ordenó oficiar a diferentes entidades que certifiquen la alegada insolvencia económica del señor JESUS DAVID.
Contrario a los sostenido por el actor, no se encuentra privado de la libertad por ser pobre, sino por no contar con la suma que en criterio del despacho debe consignar como garantía del cumplimiento de sus obligaciones durante el periodo que le falta para cumplir la totalidad de la pena impuesta. Adicionalmente, lo ordenado fue su traslado a la residencia para continuar privado de la libertad en cumplimiento de la sanción, y si allí incumple con el compromiso adquirido, lo que deviene es la revocatoria del beneficio, hacer efectiva la caución y ordenar su regreso al centro de reclusión.

La exigencia dineraria al señor BEDOYA no es la única que ha efectuado ese juzgado por esa cuantía, ya que incluso ha impuesto unas cauciones por montos superiores también en atención a la gravedad de las conductas, pero en todos los casos en los se solicita la rebaja, se ha accedido para imponer una que pueda ser cancelada por los sentenciados, y cuando dichas cantidades son pagadas, una vez se declarara su liberación definitiva ese dinero es recuperado por ellos.
No obstante, al considerar que le asiste razón al actor en cuanto a que el tiempo transcurrido desde que se solicitó la información a las autoridades es más que suficiente, y en aras de no dilatar más su traslado a prisión domiciliaria, en auto de julio 10 de 2017 se accedió a la exoneración solicitada, y por ello se encuentra configurado un hecho superado, en cuanto a lo que podría ser objeto de protección constitucional ya ha sido concedido judicialmente -adjunta copia de la decisión-.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales invocados por el tutelante; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar el despacho involucrado a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El ciudadano JESÚS DAVID BEDOYA acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus garantías constitucionales de acceso a la administración de justifica y debido proceso, consistente en que el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no se había pronunciado sobre la solicitud de exoneración de la caución prendaria que le había sido exigida para disfrutar del beneficio de la prisión domiciliaria que le fue concedida, debido a que ni él ni su familia cuentan con los recursos económicos para sufragarla.
No puede negarse que razón le asistió al actor para instaurar la acción de tutela, porque en efecto como bien se extrae de los documentos que reposan en la actuación, al momento de presentar la demanda de tutela aún el despacho accionado no se había pronunciado sobre la solicitud que realizó, pese a que transcurrió más de un mes desde la petición que en ese sentido elevó su defensor, en aras de que se materializara el sustituto otorgado; no obstante, según se informó a esta Corporación por el titular del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, desde el pasado 10 de julio se accedió a la exoneración de caución, y se dispuso lo pertinente para que se efectúe su traslado a Ibagué (Tol.), ciudad donde reside su núcleo familiar. 
A consecuencia de lo anterior, en el presente caso esta Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a la pretensión del tutelante y hecho efectiva la prisión domiciliaria que le fue otorgada, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión del despacho tutelado, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados
. 
Acorde con lo expuesto, se negará el amparo constitucional impetrado. 

ANOTACIÓN FINAL

Reunida la Sala para analizar el presente asunto, se observa por los integrantes de la Corporación que el juez ejecutor de la pena aceptó eliminar la caución prendaria que había sido legítimamente impuesta, a consecuencia del silencio de las entidades a las cuales se ofició para que dieran información con respecto a los bienes de propiedad del justiciable.
Se debe partir del entendido que cuando el funcionario judicial impone una caución prendaria, es porque ella se ajusta a la ley y en verdad se requiere en cada caso concreto dada la gravedad del delito y las condiciones económicas del obligado, razón por la cual lo esperado es que se insista en su pago. En otras palabras, no se debería eliminar una caución prendaria que surgió a la vida jurídica con apego a la legalidad, sino insistir y persistir en su pago antes de acceder al beneficio liberatorio.
Contrario a ello, lo que está sucediendo es que por el mero transcurso del tiempo, ante la no respuesta de las entidades a las cuales se ordenó oficiar para que dieran información respecto a la capacidad económica del sentenciado, se declina de la caución, como quien dice que por esa vía ninguna caución prendaria se va a poder hacer efectiva porque se levanta ante el silencio de las entidades obligadas a suministrar la información. Ello traduce simple y llanamente que la efectividad de la caución se está haciendo depender de la acción o de la omisión de terceros, y no de la voluntad del juez como en derecho corresponde.

Lo que se sugiere por la Sala es por tanto, salvo una mejor fórmula de parte del juez ejecutor, que en virtud al deber de vigilancia al que está obligado el funcionario, y teniendo presente tanto la información que ya reposa en las carpetas referida al arraigo del sentenciado, y la que se obtenga posteriormente pero con suficiente tiempo de antelación a la toma de la determinación que concede el subrogado o sustituto, aunado todo ello por supuesto a la gravedad de la conducta, resuelva con suficientes elementos de juicio cuál debe ser en realidad el monto de la caución prendaria que tendrá que sufragar inexorablemente el sentenciado si desea acceder al privilegio liberatorio.
Ese proceder que se sugiere, de seguro, cree la Corporación, evitará todo el desgaste incidental que se sobreviene con posterioridad a la imposición de la caución prendaria, y que hasta el presente solo deja como saldo el lamentable levantamiento oficioso de una caución fijada con apego a la ley, única y exclusivamente con fundamento en el silencio de entidades oficiales que no deberían tener ese poder y que antes por el contrario están compelidos a dar pronta respuesta al requerimiento judicial para evitar ese tipo de resultados.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el ciudadano JESÚS DAVID BEDOYA, por cuanto se configuró un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
�Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10.
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